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Centro Avenida Venezuela, Calle 
33 No. 8-25 Edificio Nacional-

Primer Piso 
   

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR 

TRASLADO DE LA CONTESTACION Y LAS EXCEPCIONES 

ART 175 C.P.A.C.A 
 

Art. 110-319 C.G.P y 242 CPACA 

 

 

 

HORA: 8:00 a.m.              MARTES, 27 DE JULIO DE 2021 

 

 

M. PONENTE  JOSE RAFAEL GUERRERO LEAL  

RADICACION  13-001-23-31-000-2016-00018-00. 

ACCIÓN  REPETICION 

DEMANDANTE CONTRALORÍA DISTRITAL DE CARTAGENA.   

DEMANDADO ANTONIO FERNÁNDEZ ATENCIO Y OTROS. 

 

 

En la fecha se corre traslado por el término legal de tres (03) días a las partes de la 

contestación de demanda presentada por NÉSTOR DAVID OSORIO MORENO, en calidad 

de curador ad litem del señor ANTONIO FERNÁNDEZ ATENCIO. 

 

 

 

EMPIEZA EL TRASLADO: MIERCOLES, 28 DE JULIO DE 2021, A LAS 8:00 A.M. 

 

 

 
  

 

VENCE EL TRASLADO: VIERNES, 30 DE JULIO DE 2021, A LAS 5:00 P.M. 
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Doctor 

JOSE RAFAEL GUERRERO LEAL 
MAGISTRADO PONENTE 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR. 

E.   S.  D. 
 

Radicado:  13-001-23-31-000-2016-00018-00. 
Medio de Control:  Repetición. 
Demandante:  Contraloría Distrital de Cartagena.  

Demandados:  Antonio Fernández Atencio y Otros. 
                                      

NÉSTOR DAVID OSORIO MORENO, mayor de edad, identificado con cédula de 
ciudadanía número 73.167.449 de Cartagena y portador de la tarjeta profesional número 
97.488 del Consejo Superior de la Judicatura, con oficina ubicada en la ciudad de Cartagena, 

Bocagrande, Carrera 2ª, Calle 11, esquina, Edificio Torre Grupo Área, oficia 2002, y correo 
electrónico osoriomorenoabogado@outlook.com, actuando en mi condición de curador ad 

litem del señor ANTONIO FERNANDEZ ATENCIO, con el debido respeto comparezco 
ante su despacho, con el fin de CONTESTAR la demanda interpuesta contra mi 
representado, teniendo en cuenta los siguientes términos: 

 
A LOS HECHOS 

 
AL PRIMERO: No nos consta, teniendo en cuenta que mi representado no tuvo injerencia 
ni participación en el supuesto fáctico planteado, y en consecuencia, deberá ser acreditado 

por la parte demandante, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 del Código 
General del Proceso.  

 
AL SEGUNDO: No nos consta, teniendo en cuenta que mi representado no tuvo injerencia 
ni participación en el supuesto fáctico planteado, y por ende desconoce las circunstancias 

expuestas, y en consecuencia, deberá ser acreditado por la parte demandante, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 167 del Código General del Proceso.  

 
Sin perjuicio de lo anterior, es menester señalar que mi representado no es responsable de la 
presunta omisión que se le endilga, teniendo en cuenta que la obligación de pago, y por ende 

la supuesta mora alegada, surgieron en una época en la cual no fungía como Contralor de 
Cartagena, y en consecuencia, no podría ser imputable a su conducta.  

 
Asimismo, el no pago de las acreencias laborales, según se observa en casos similares al 
presente, no fue producto de su voluntad o de un acto culposo, tal como se observa de lo 

dispuesto en sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar, por medio de la cual, se ha 
señalado lo siguiente: 

 
“En lo relativo a la calificación de la conducta del agente, acorde con sus pruebas 
arrimadas, la Sala considera que en este proceso no se acreditó en debida forma el 

obrar doloso o gravemente culposo de los demandados, pues nada se trajo al 
expediente para llevar este convencimiento al fallador. (…) 

 
Además no se puede presumir o limitarse a afirmar irregularidades de la conducta 
del agente como lo hizo el demandante, con fundamento en que con su accionar 

comprometió de responsabilidad patrimonial de la Contraloría Distrital de 
Cartagena de Indias, por consiguiente, no habiéndose demostrado en el caso 

concreto los elementos que hacen procedente repetir contra un agente de la 

mailto:osoriomorenoabogado@outlook.com
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administración, se confirmará el fallo apelado mediante el cual se denegaron las 

pretensiones de la demanda.”1 
 
En ese sentido, las pretensiones de la demanda, en contra de mi apadrinado no deben 

prosperar.  
 

AL TERCERO: No me consta, en el sentido que no existe prueba que evidencie que mi 
representado ha tenido injerencia o participación en el supuesto fáctico mencionado.  
 

Sin perjuicio de lo anterior, es menester señalar que mi representado no es responsable de la 
presunta omisión que se le endilga, teniendo en cuenta que la obligación de pago, y por ende 

la mora, surgieron en una época en la cual no fungía como Contralor de Cartagena.  
 
De igual manera, en consonancia, con lo expuesto respecto al hecho anterior, es importante 

destacar que no existe prueba de culpa grave o dolo atribuible a mi representado, tal como se 
ha encontrado probado en casos con similitud fáctica al presente.   

 
En todo caso, la parte accionante deberá acreditar el supuesto fáctico planteado, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 167 del Código General del Proceso. 

 
AL CUARTO: No nos consta, teniendo en cuenta que mi representado no tuvo injerencia ni 

participación en el supuesto fáctico planteado, y en consecuencia, deberá ser acreditado por 
la parte demandante, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 del Código General 
del Proceso.  

 
Sin embargo, dentro de las pruebas allegadas al proceso se alude a la mencionada audiencia 

de conciliación extrajudicial en derecho, no obstante, tal circunstancia no basta para la 
prosperidad de las pretensiones de la demanda, debido a que, debe acreditar el requisito 
subjetivo, expuesto con anterioridad. 

 
AL QUINTO: No nos consta, teniendo en cuenta que mi representado no tuvo injerencia ni 

participación en el supuesto fáctico planteado, y en consecuencia, deberá ser acreditado por 
la parte demandante, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 del Código General 
del Proceso.  

 
Sin embargo, dentro de las pruebas allegadas al proceso se alude a la mencionada audiencia 

de conciliación extrajudicial en derecho, no obstante, tal circunstancia no basta para la 
prosperidad de las pretensiones de la demanda, debido a que, debe acreditar el requisito 
subjetivo, expuesto con anterioridad. 

 
AL SEXTO: No nos consta, teniendo en cuenta que mi representado no tuvo injerencia ni 

participación en el supuesto fáctico planteado, y en consecuencia, deberá ser acreditado por 
la parte demandante, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 del Código General 
del Proceso. 

 
Sin embargo, dentro de las pruebas allegadas se alude a que el acuerdo fue aprobado por la 

Sala de Decisión del Honorable Tribunal Administrativo de Bolívar, no obstante lo anterior,  
es menester señalar, que este aspecto por sí solo no es suficiente para endilgar la 
responsabilidad de mi representado, teniendo en cuenta que, tal como se ha venido 

decantando por la doctrina y la jurisprudencia nacional, el detrimento patrimonial del Estado 
causado por la acción u omisión de los servidores públicos, no da lugar a que la pretensión 

de repetición salga avante, toda vez que el accionante deberá demostrar que dicho detrimento 

 
1 Tribunal Administrativo de Bolívar, Sentencia del 12 de noviembre de 2014. Radicado. 13001 -23-31-000-

2003-01545-01. 
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patrimonial guarda relación causal con el actuar doloso o gravemente culposo del agente, 

aspecto que no se encuentra probado en el presente proceso.  
 
En ese sentido, dentro del presente asunto, no existe ninguna prueba que acredite el actuar 

doloso o gravemente culposo del agente.  
 

AL SÉPTIMO: No es cierto, en el sentido que mi representado no ha tenido injerencia o 
participación en el supuesto fáctico planteado. Sin perjuicio de lo anterior, es menester 
señalar que mi representado no es responsable de la presunta omisión que se le endilga, 

teniendo en cuenta que la obligación de pago, y por ende la mora, surgieron en una época en 
la cual no fungía como Contralor de Cartagena.  

 
Asimismo, el no pago de las acreencias laborales no fue producto de su voluntad o de un acto 
gravemente culposo o doloso, y por ende, no deben prosperar las pretensiones de la demanda. 

 
AL OCTAVO: No es un hecho, por cuanto el demandante solo se limita a enunciar normas 

que, a su juicio, guardan relación con el particular. 
 
 

A LAS PRETENSIONES 
 

A LA PRIMERA:  Nos oponemos a la pretensión formulada, y en consecuencia, solicitamos 
su rechazo, debido a que mi representado no ha tenido participación o injerencia en los 
hechos planteados, y mucho menos, existe fundamento fáctico o jurídico alguno que permita 

declarar la responsabilidad del mismo. 
 

En ese sentido, es importante tener en cuenta que, de conformidad con lo señalado por el 
Máximo Órgano de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, sobre los elementos de la 
acción de repetición: 

 
“Ahora bien, la Sala ha indicado[22], en varias oportunidades, los elementos de la 

acción de repetición, así: 

i) La existencia de una condena judicial a cargo de la entidad pública o la obligación 
de pagar una suma de dinero derivada de una conciliación, transacción o de 
cualquier otra forma de terminación de un litigio. 

ii) El pago realizado por parte de la Administración. 

iii) La calidad de agente del Estado y la conducta desplegada como tal, determinante 
del daño causado a un tercero, la cual hubiere generado una condena o la obligación 
de pagar una suma de dinero derivada de un acuerdo conciliatorio, transacción o 

cualquier otra forma de terminación de un conflicto. 

iv) La calificación de la conducta del agente, como dolosa o gravemente culposa. 

Los tres primeros requisitos son de carácter objetivo y frente a ellos resultan 
aplicables las normas procesales vigentes al momento de la presentación de la 

demanda. 

Por su parte, la conducta dolosa o gravemente culposa corresponde a un elemento 
subjetivo que se debe analizar a la luz de la normativa vigente al momento de la 

ocurrencia de la actuación u omisión determinante del pago para cuya recuperación 
se adelanta la acción de repetición, pero, en todo caso, los anteriores elementos 

https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/#/search/jurisdiction:CO/requisitos+de+la+accion+de+repetici%C3%B3n/WW/vid/845378191/l/_ftn22
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deben estar debidamente acreditados por la demandante para que prospere la acción 

de repetición[23].”2 

En ese orden, observe que, dentro de las pruebas aportadas por la parte demandante, no se 
evidencia (i) el cumplimiento del pago realizado por parte de la entidad, (ii) la calidad de 
agente del Estado de mi representado, teniendo en cuenta que no se trata de un hecho 

subjetivo que se puede deducir, y (iii) la conducta dolosa o gravemente culposa que 
supuestamente cometió mi representado. 

 
En consecuencia, teniendo en cuenta que no se configuran los elementos de la presente acción 
de repetición, no es viable declarar responsable administrativamente al doctor Antonio 

Fernández Atencio. 
 

Así mismo, mi representado no tuvo injerencia ni participación en los hechos descritos en la 
demanda, toda vez que el acto administrativo que dio lugar a la solicitud de conciliación 
presentada, fue expedido y firmado por un empleado público distinto al señor Antonio 

Fernández Atencio. 
 

En virtud de lo anterior, mi representado no es responsable de la presunta omisión que se le 
endilga, teniendo en cuenta que la obligación de pago, y por ende la mora, surgieron en una 
época en la cual no fungía como Contralor de Cartagena.  

 
 Por consiguiente, le solicito denegar la presente pretensión y absolver a mi representado.  

 
A LA SEGUNDA:  Nos oponemos a la pretensión formulada, y en consecuencia, 
solicitamos su rechazo, debido a que mi representado no ha causado daño o perjuicio, y 

mucho menos, existe fundamento fáctico o jurídico alguno que permita declarar la 
responsabilidad del mismo y el pago de las sumas que pretenden. 

 
Observe que, mi representado no tuvo injerencia ni participación en los hechos descritos en 
la demanda, toda vez que el acto administrativo que dio lugar a la solicitud de conciliación 

presentada, fue expedido y firmado por un empleado público distinto al señor Antonio 
Fernández Atencio. 

 
En ese orden, mi representado no es responsable de la presunta omisión que se le endilga, 
teniendo en cuenta que la obligación de pago, y por ende la mora, surgieron en una época en 

la cual no fungía como Contralor de Cartagena.  
 

En consecuencia, nos oponemos a la totalidad de las pretensiones formuladas por la parte 
demandante, y solicitamos se sirva condenar en costas a la parte demandante, con el máximo 
porcentaje de condena en costas y agencias en derecho.   

 
A LA TERCERA: Al ser una pretensión consecuencial a las anteriores, nos oponemos en 

los términos expuestos precedentemente, y en consecuencia, solicitamos respetuosamente su 

rechazo. 

 
 

FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 
 

 
2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA 

SUBSECCIÓN A Consejero ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN. Bogotá D.C., dieciséis (16) de mayo de 

dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 63001-23-31-000-2002-00927-01(51882). 

 

https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/#/search/jurisdiction:CO/requisitos+de+la+accion+de+repetici%C3%B3n/WW/vid/845378191/l/_ftn23
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Las pretensiones de la demanda deben rechazarse, teniendo en cuenta que no se configuran 

los elementos establecidos para la procedencia de la acción de repetición contra el doctor 
Antonio Fernández Atencio. 
 

Observe que, el Máximo Órgano de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, señala los 
elementos de la acción de repetición, los cuales son: 

 
“Ahora bien, la Sala ha indicado[22], en varias oportunidades, los elementos de la 
acción de repetición, así: 

i) La existencia de una condena judicial a cargo de la entidad pública o la obligación 

de pagar una suma de dinero derivada de una conciliación, transacción o de 
cualquier otra forma de terminación de un litigio. 

ii) El pago realizado por parte de la Administración. 

iii) La calidad de agente del Estado y la conducta desplegada como tal, determinante 

del daño causado a un tercero, la cual hubiere generado una condena o la obligación 
de pagar una suma de dinero derivada de un acuerdo conciliatorio, transacción o 

cualquier otra forma de terminación de un conflicto. 

iv) La calificación de la conducta del agente, como dolosa o gravemente culposa. 

Los tres primeros requisitos son de carácter objetivo y frente a ellos resultan 
aplicables las normas procesales vigentes al momento de la presentación de la 

demanda. 

Por su parte, la conducta dolosa o gravemente culposa corresponde a un elemento 
subjetivo que se debe analizar a la luz de la normativa vigente al momento de la 
ocurrencia de la actuación u omisión determinante del pago para cuya recuperación 

se adelanta la acción de repetición, pero, en todo caso, los anteriores elementos 
deben estar debidamente acreditados por la demandante para que prospere la acción 

de repetición[23].”3 

En ese orden, observe que, dentro de las pruebas aportadas por la parte demandante, no se 
evidencia (i) el cumplimiento del pago realizado por parte de la entidad, (ii) la calidad de 
agente del Estado de mi representado, teniendo en cuenta que no se trata de un hecho 

subjetivo que se puede deducir, y (iii) la conducta dolosa o gravemente culposa que 
supuestamente cometió mi representado, y por consiguiente, teniendo en cuenta que no existe 

ninguna prueba dentro del presente asunto, no es viable declarar responsable 
administrativamente a mi representado.  
 

Así mismo, mi representado no tuvo injerencia ni participación en los hechos descritos en la 
demanda, toda vez que el acto administrativo que dio lugar a la solicitud de conciliación 

presentada por la señora Claribel Fajardo Caceres, fue expedido y firmado por un empleado 
público distinto al señor Antonio Fernández Atencio. 
 

En virtud de lo anterior, mi representado no es responsable de la presunta omisión que se le 
endilga, teniendo en cuenta que la obligación de pago, y por ende la mora, surgieron en una 

época en la cual no fungía como Contralor de Cartagena.  

 
3 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA 

SUBSECCIÓN A Consejero ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN. Bogotá D.C., dieciséis (16) de mayo de 

dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 63001-23-31-000-2002-00927-01(51882). 

 

https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/#/search/jurisdiction:CO/requisitos+de+la+accion+de+repetici%C3%B3n/WW/vid/845378191/l/_ftn22
https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/#/search/jurisdiction:CO/requisitos+de+la+accion+de+repetici%C3%B3n/WW/vid/845378191/l/_ftn23
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En ese orden de ideas, dentro del presente proceso se configuran las siguientes excepciones, 

teniendo en cuenta los siguientes términos:  

EXCEPCIONES PREVIAS 
 

Frente a las pretensiones y fundamentación fáctica y jurídica de la demanda, proponemos 
formalmente las siguientes excepciones previas: 

 

I. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, toda vez que se configura la falta de 
legitimación por activa, al no haberse presentado la demanda dentro de la oportunidad legal, 

y en ese sentido, la parte demandante no es la entidad facultada para ejercer la acción de 
repetición contra mi representado.  
 

Sobre el particular, el artículo 8 de la ley 678 de 2001 estipula lo siguiente:  
 

“ARTÍCULO 8º. Legitimación. En un plazo no superior a los seis (6) meses siguientes 
al pago total o al pago de la última cuota efectuado por la entidad pública, deberá 
ejercitar la acción de repetición la persona jurídica de derecho público directamente 

perjudicada con el pago de una suma de dinero como consecuencia de una condena, 
conciliación o cualquier otra forma de solución de un conflicto permitida por la ley. 

 
Si no se iniciare la acción de repetición en el término y por la entidad facultada que 
se menciona anteriormente, podrá ejercitar la acción de repetición: (subrayado fuera 

del texto original) 
 

1.El Ministerio Público. 

2.   Modificado por el art. 6, Ley 1474 de 2011. El Ministerio de Justicia y del 
Derecho, a través de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación, cuando la 
perjudicada con el pago sea una entidad pública del orden nacional. (subrayado 

fuera del texto original 
PARÁGRAFO 1º. Cualquier persona podrá requerir a las entidades legitimadas para 

que instauren la acción de repetición, la decisión que se adopte se comunicará al 
requirente. 
PARÁGRAFO 2º. Si el representante legal de la entidad directamente perjudicada 

con el pago de la suma de dinero a que se refiere este artículo no iniciare la acción 
en el término estipulado, estará incurso en causal de destitución.” 

En ese orden, le solicito respetuosamente se declare probada la excepción formulada con 

base en la norma mencionada, y en consecuencia, se absuelva a mi representado dentro del 
presente proceso.  

 
II. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

Las pretensiones de la demanda deben ser desestimadas, debido a que se configura la falta 

de legitimación en la causa por pasiva, en el sentido que, de los hechos y pruebas alegados 
por la parte demandante, se observa claramente que mi representado, no tuvo ninguna 

intervención directa o indirecta, por medio de sus facultades, competencias, acciones u 
omisiones, en los supuestos fácticos planteados por la parte demandante en el presente 
proceso. 

No debe perderse de vista que, no existe ninguna prueba que permita acreditar la conducta 
dolosa y gravemente culposa por parte de mi representado, y mucho menos, prueba alguna 

https://funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=43292#6
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del nexo causal entre las gestiones adelantadas por el mismo y el supuesto detrimento 

patrimonial causado. 

Sobre el particular, la Honorable Corte Suprema de Justicia, ha manifestado: 

“Ahora, en el entendido y, de ello, no existe duda alguna, que la legitimación en 

causa, en particular la pasiva, alude al compromiso legal o contractual de quien 

debiendo la prestación respectiva es llamado a proceso para su satisfacción, de suyo 

surge que la decisión del Tribunal resultó acertada, pues, según lo asentó en el fallo 
cuestionado, quien estaba compelido a responder por los reclamos de la parte actora 
no era la demandada…” (Cursivas y negritas nuestras). 

En ese orden, le solicito respetuosamente declare probada la excepción formulada y, en 
consecuencia, absuelva a mi representado, dentro del presente proceso. 

 
III.  CADUCIDAD 

 

Las pretensiones esgrimidas en la demanda, deben ser denegadas, teniendo en cuenta que ha 
operado la figura de la caducidad, teniendo en cuenta que han transcurrido más de dos años 

desde la fecha en que se realizó el pago de las obligaciones que hoy pretende sean resarcidas. 

Sobre el particular, resulta pertinente traer a colación lo dispuesto en el artículo 164 de la ley 
1437 de 2011, que señala lo siguiente: 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada: 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

l) Cuando se pretenda repetir para recuperar lo pagado como consecuencia de una 
condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, el término será 

de dos (2) años, contados a partir del día siguiente de la fecha del pago, o, a más 
tardar desde el vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago 

de condenas de conformidad con lo previsto en este Código.” 

Observe que, la fecha del pago tuvo lugar, según los hechos de la demanda el 28 de diciembre 
de 2001, y solo hasta el 2021, es decir, veinte (20) años después se formaliza la vinculación 

de uno de los demandados, a través de la figura de curador ad litem, y en consecuencia, la 
presentación de la demanda no tuvo los efectos de interrumpir los términos de caducidad, tal 

como lo dispone el artículo 94 la ley 1564 de 2012.  

En ese orden, le solicito respetuosamente se sirva absolver a mi representad o de las 
pretensiones de la demanda. 

 
EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 
Frente a las pretensiones y fundamentación fáctica y jurídica de la demanda, propongo 
formalmente las siguientes excepciones de fondo o mérito:  

 
I. INEXISTENCIA DE REQUISITOS PARA LA PROCEDENCIA DE LA 

ACCIÓN DE REPETICIÓN  

 
Las pretensiones de la demanda deben ser denegadas, teniendo en cuenta que no se 

configuran los requisitos para la procedencia de la acción de repetición contra el doctor 
Antonio Fernández Atencio. 
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Observe que, la acción de repetición, se encuentra contemplada en el artículo 142 de la Ley 

1437 del 2011, y señala lo siguiente:  
 

“ARTÍCULO  142. Repetición. Cuando el Estado haya debido hacer un 

reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra 

forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o 

gravemente culposa del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio 

de funciones públicas, la entidad respectiva deberá repetir contra estos por lo 

pagado. 

 
La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el llamamiento en 

garantía del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones 
públicas, dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad pública. 
 

Cuando se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del pagador, 
tesorero o servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la 

entidad realizó el pago será prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión 
de repetición contra el funcionario responsable del daño.” (Cursivas y negrillas fuera 
del texto)  

 
En concordancia, el Consejo de Estado, ha señalado los elementos de la acción de repetición 

para su procedencia, los cuales son:  
 

“Ahora bien, la Sala ha indicado[22], en varias oportunidades, los elementos de la 

acción de repetición, así: 

i) La existencia de una condena judicial a cargo de la entidad pública o la obligación 
de pagar una suma de dinero derivada de una conciliación, transacción o de 

cualquier otra forma de terminación de un litigio. 

ii) El pago realizado por parte de la Administración. 

iii) La calidad de agente del Estado y la conducta desplegada como tal, determinante 
del daño causado a un tercero, la cual hubiere generado una condena o la obligación 

de pagar una suma de dinero derivada de un acuerdo conciliatorio, transacción o 
cualquier otra forma de terminación de un conflicto. 

iv) La calificación de la conducta del agente, como dolosa o gravemente culposa. 

Los tres primeros requisitos son de carácter objetivo y frente a ellos resultan 

aplicables las normas procesales vigentes al momento de la presentación de la 
demanda. 

Por su parte, la conducta dolosa o gravemente culposa corresponde a un elemento 
subjetivo que se debe analizar a la luz de la normativa vigente al momento de la 

ocurrencia de la actuación u omisión determinante del pago para cuya recuperación 
se adelanta la acción de repetición, pero, en todo caso, los anteriores elementos 

deben estar debidamente acreditados por la demandante para que prospere la acción 
de repetición[23].”4 (Cursivas fuera del texto) 

 
4 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA 

SUBSECCIÓN A Consejero ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN. Bogotá D.C., dieciséis (16) de mayo de 

dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 63001-23-31-000-2002-00927-01(51882). 

 

https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/#/search/jurisdiction:CO/requisitos+de+la+accion+de+repetici%C3%B3n/WW/vid/845378191/l/_ftn22
https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/#/search/jurisdiction:CO/requisitos+de+la+accion+de+repetici%C3%B3n/WW/vid/845378191/l/_ftn23
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En ese orden, observe que, dentro de las pruebas aportadas por la parte demandante, no se 

evidencia (i) el cumplimiento del pago realizado por parte de la entidad, (ii) la calidad de 
agente del Estado de mi representado, teniendo en cuenta que no se trata de un hecho 
subjetivo que se puede deducir, y (iii) la conducta dolosa o gravemente culposa que 

supuestamente cometió mi representado, y por consiguiente, teniendo en cuenta que no existe 
ninguna prueba dentro del presente asunto, no es viable declarar responsable 

administrativamente a mi representado.  
 

Sobre el cumplimiento del pago realizado por la parte demandante, el Consejo de Estado, 

ha señalado lo siguiente: 
 

“Sobre el particular, esta Corporación, en sentencia del 26 de noviembre de 2006, 

precisó lo siguiente:  

 

La entidad pública debe probar la existencia de la obligación de pagar una 
suma de dinero derivada de la condena impuesta en su contra, en sentencia 

debidamente ejecutoriada. La entidad pública tiene que acreditar el pago 
efectivo de la suma dineraria que le fue impuesta por condena judicial o en la 

conciliación, a través de prueba que generalmente es documental, constituida 
por el acto en el cual se reconoce y ordena el pago a favor del beneficiario y/o 
su apoderado y por el recibo de pago o consignación y/o paz y salvo que deben 

estar suscritos por el beneficiario. El pago, en los términos del artículo 1626 
del Código Civil, es la prestación de lo que se debe y debe probarlo quien lo 

alega, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1757 ibídem. Conforme a lo 
anterior, no basta que la entidad pública aporte documentos emanados de 

sus propias dependencias, si en ellos no está la manifestación expresa del 

acreedor o beneficiario del pago sobre su recibo a entera satisfacción, 

requisito indispensable que brinda certeza sobre el cumplimiento de la 

obligación (énfasis fuera del texto).  
 

Así pues, lo esencial en este requisito es acreditar que la obligación ha sido 

efectivamente satisfecha, de modo que no exista duda alguna en relación con el hecho 
de que el beneficiario de la condena, conciliación o transacción ha recibido lo 

adeudado por parte del Estado.  
 

Por consiguiente, a la entidad interesada le correspondía allegar el documento 

pertinente, emanado del acreedor y no de sus propias dependencias, que acreditara 
que el pago fue efectivamente realizado, aspecto sobre el cual la jurisprudencia de 

esta Corporación, de manera pacífica y reiterada, ha sostenido que:  
 

En materia probatoria, a pesar de la consagración del principio de libertad 
probatoria y de apreciación conforme a las reglas de la sana crítica, la prueba por 

excelencia del pago es, de conformidad con nuestro Código Civil, la carta de pago, y 
en derecho comercial, el recibo5, documentos que reflejan que la obligación fue 

satisfecha6”7.” (Cursivas fuera del texto)  
 

 
5 Cita del original. Artículos 877 y 1163 del Código de Comercio. 
6 El inciso segundo del artículo 232 del Código de Procedimiento Civil señala que: “Cuando se trate de probar 

obligaciones originadas en contrato o convención, o el correspondiente pago, la  falta de documento o de un 

principio de prueba por escrito, se apreciará por el juez como un indicio grave de la inexistencia del respectivo 

acto, a  menos que por las circunstancias en que tuvo lugar haya sido imposible obtenerlo, o que su valor y la 

calidad de las partes justifiquen tal omisión”. 
7 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 2 de mayo de 2007, exp. 18.621, M.P. Mauricio Fajardo 

Gómez, posición jurisprudencial reiterada por esta misma Subsección en sentencia del 28 de septiembre de 

2017, exp. 36.162, M.P. (e) Marta Nubia Velásquez Rico. 
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En virtud de lo anterior, la parte demandante no allegó documento que demuestre el pago 

satisfactorio a la señora Claribel Fajardo Caceres, y por consiguiente, no hay certeza del 
cumplimiento del pago realizado por la Contraloría Distrital de Cartagena de Indias.  
 

Así mismo, el Consejo de Estado ha expresado lo siguiente: 
 

“La Sección Tercera y esta Subsección ha insistido de manera enfática que el artículo 
177 del Código de Procedimiento Civil establece que incumbe a las partes probar el 
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen y, en acatamiento del mismo, es menester reiterar la observancia de la 

carga procesal que le atañe a la entidad demandante de probar en la acción de 

repetición los requisitos configurativos de la misma y los fundamentos de hecho de 

la demanda como noción procesal que se basa en el principio de 

autorresponsabilidad de las partes y como requerimiento de conducta procesal 

facultativa predicable de todo aquél a quien le interesa sacar avante sus 

pretensiones y evitar una decisión desfavorable[32], especialmente, la calidad de 

agente o ex agente del Estado de la persona a quien se está demandando.”8 
(Cursivas y negrillas fuera del texto)  

 

En ese orden, teniendo en cuenta que la parte demandante no aportó pruebas sobre la 
vinculación y/o calidad de servidor público del señor Antonio Fernández, no cumplió con la 

carga procesal para la configuración de la acción de repetición contra mi representado.  
 
Igualmente, el Máximo Órgano de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, en 

jurisprudencia reciente, ha señalado:  
 

“En otras palabras, dado el carácter autónomo e independiente que el legislador le 

imprimió al ejercicio de la acción de repetición, la condena a una entidad estatal a 

través de un juicio previo y totalmente diferente al de la referencia no implica 

automáticamente la responsabilidad del agente o ex agente estatal que 

eventualmente hubiere dado lugar a la misma o que hubiere participado en los 

hechos correspondientes, pues la conducta que se le endilga a este debe quedar 

establecida de manera plena e individualizada en el respectivo proceso de 

repetición9. 

 
Como ya se dijo, la sentencia por la que se repite, a lo sumo, podría servir de punto 

de partida para determinar cuál es el hecho o la conducta que se predican 
constitutivas de dolo o culpa grave.  

 

En el caso objeto de estudio, la Sala advierte que la E.S.E. Hospital del Sur sostuvo 
que los señores Humberto Herrera Rincón, Martha Castiblanco Argalle y Sandra 

Lozano Cerón incurrieron en una conducta gravemente culposa, con fundamento -
únicamente- en las consideraciones que tuvo en cuenta la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo para anular el acto administrativo por medio del cual se 

le negó el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales y de la indemnización 
correspondiente a la señora Gladys Gómez Castro; sin embargo, de acuerdo con la 

pauta jurisprudencial en comento, las motivaciones de esos fallos no resultan 

suficientes para comprometer la responsabilidad de los demandados y, por ende, a 

partir de ellas no puede arribarse a la conclusión de que las conductas de los 

mencionados señores hubiere sido gravemente culposa, máxime cuando en sede de 
nulidad y restablecimiento del derecho se efectuó el análisis del acto demandado 

 
8 SENTENCIA nº 63001-23-31-000-2002-00927-01 de Consejo de Estado (SECCION TERCERA) del 16-

05-2019 
9 Sobre el particular, ver, entre otras, las sentencias del 11 de febrero de 2009, expediente 33.450, y del 22 de 

julio de 2009, expediente 22.779, ambas con ponencia del magistrado Mauricio Fajardo Gómez.  

https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/vid/42856652/node/177
https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/vid/42856652/node/177
https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/vid/42856652
https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/#/search/jurisdiction:CO/requisitos+de+la+accion+de+repetici%C3%B3n/WW/vid/845378191/l/_ftn32
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frente a las normas que se invocaron como desatendidas, sin mencionar las conductas 

de aquellos.”10 (Cursivas y negrillas fuera del texto)  
 
En ese sentido, no se configuran los requisitos para la procedencia de la acción de repetición 

contra el doctor Antonio Fernández Atencio, y por consiguiente, le solicito respetuosamente 
que se deniegue las pretensiones de la demanda y absuelva a mi representado dentro del 

presente proceso.  
 

 

II. INEXISTENCIA DE PRUEBAS DE LA CALIDAD DE AGENTE DEL 

ESTADO DE LA PARTE DEMANDADA  

 
Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, teniendo en cuenta que la parte 
demandante no aportó pruebas suficientes que demuestren la calidad de agente del Estado 

del doctor Antonio Fernández Atencio y por consiguiente, no cumple con los requisitos para 
la procedencia de la acción de repetición.  

 
Sobre el particular, ha señalado el Consejo de Estado: 
 

 
“La Sección Tercera y esta Subsección ha insistido de manera enfática que el artículo 

177 del Código de Procedimiento Civil establece que incumbe a las partes probar el 
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 
persiguen y, en acatamiento del mismo, es menester reiterar la observancia de la 

carga procesal que le atañe a la entidad demandante de probar en la acción de 

repetición los requisitos configurativos de la misma y los fundamentos de hecho de 

la demanda como noción procesal que se basa en el principio de 

autorresponsabilidad de las partes y como requerimiento de conducta procesal 

facultativa predicable de todo aquél a quien le interesa sacar avante sus 

pretensiones y evitar una decisión desfavorable[32], especialmente, la calidad de 

agente o ex agente del Estado de la persona a quien se está demandando.”11 

(Cursivas y negrillas fuera del texto)  
 
En ese orden, teniendo en cuenta que la parte demandante no aportó pruebas sobre la 

vinculación y/o calidad de servidor público del señor Antonio Fernández, no cumplió con la 
carga procesal para la configuración de la acción de repetición contra mi representado.  

 
Por consiguiente, le solicito respetuosamente que se deniegue las pretensiones de la demanda 
y absuelva a mi representado dentro del presente proceso.  

 
III.  INEXISTENCIA DE CULPA O DOLO 

 
Las pretensiones de la demanda deben ser denegadas, teniendo en cuenta que no se encuentra 
acreditado el requisito de dolo o conducta gravemente culposa de mi representado, y en 

consecuencia, no resulta posible que resulten favorables las pretensiones de la demanda.  
 

Al respecto, el Consejo de Estado ha señalado: 
 

“Los elementos que determinan la prosperidad de las pretensiones de repetición que 

formula el Estado contra sus agentes. Ha considerado que los tres primeros 

 
10 Sentencia nº 25000-23-26-000-2012-01097-01 de Consejo de Estado - Sala Contenciosa Administrativa - 

SECCIÓN TERCERA, de 5 de Marzo de 2020 

 
11 SENTENCIA nº 63001-23-31-000-2002-00927-01 de Consejo de Estado (SECCION TERCERA) del 16-

05-2019 

https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/vid/42856652/node/177
https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/vid/42856652/node/177
https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/vid/42856652
https://vlex.unicartagenaproxy.elogim.com/#/search/jurisdiction:CO/requisitos+de+la+accion+de+repetici%C3%B3n/WW/vid/845378191/l/_ftn32
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requisitos son de carácter objetivo y están sometidos a las normas procesales 

vigentes al momento de la presentación de la demanda; en tanto que el último de 
ellos, es de carácter subjetivo y está sometido a la normativa vigente al momento de 
la ocurrencia de la acción u omisión determinante de la responsabilidad del Estado 

que generó el pago a su cargo y por cuya recuperación se adelanta la acción de 
repetición. Los elementos necesarios y concurrentes definidos para la declaratoria 

de repetición son los siguientes: i) La calidad de agente del Estado y su conducta 
determinante en la condena (…) ii) La existencia de una condena judicial, una 
conciliación, una transacción o de cualquier otra forma de terminación de conflictos 

que genere la obligación de pagar una suma de dinero a cargo del Estado. (…) iii) 
El pago efectivo realizado por el Estado. (…) iv) La cualificación de la conducta del 

agente determinante del daño reparado por el Estado, como dolosa o gravemente 
culposa.”12 

 

En ese sentido, dentro del presente asunto, no se encuentran reunidos los elementos 
necesarios para la prosperidad de las pretensiones del medio de control de repetición, 

teniendo en cuenta que no se encuentra probada la cualificación de la conducta, debido a que 
no existe ninguna prueba de que el actuar de mi representado sea por dolo o culpa, y en 
ausencia de tales requisitos, procede la denegación de las pretensiones. 

 
En casos similares al presente, promovidos contra los mismos demandados, el Tribunal 

Administrativo de Bolívar, denegó las pretensiones de la demanda, con fundamento en los 
siguientes argumentos: 
 

“En lo relativo a la calificación de la conducta del agente, acorde con sus pruebas 
arrimadas, la Sala considera que en este proceso no se acreditó en debida forma el 

obrar doloso o gravemente culposo de los demandados, pues nada se trajo al 
expediente para llevar este convencimiento al fallador. (…) 
 

Además no se puede presumir o limitarse a afirmar irregularidades de la conducta 
del agente como lo hizo el demandante, con fundamento en que con su accionar 

comprometió de responsabilidad patrimonial de la Contraloría Distrital de 
Cartagena de Indias, por consiguiente, no habiéndose demostrado en el caso 
concreto los elementos que hacen procedente repetir contra un agente de la 

administración, se confirmará el fallo apelado mediante el cual se denegaron las 
pretensiones de la demanda.”13 

 
En ese orden de ideas, y en consonancia con el precedente horizontal, que existe en el 
Tribunal Administrativo de Bolívar, no se configura dentro de los presente asuntos el 

requisito subjetivo de procedencia del medio de control de repetición, y en consecuencia, le 
solicito respetuosamente se sirva denegar las pretensiones de la demanda.  

 
IV.  INEXISTENCIA DE PERJUICIOS 

Las pretensiones de la demanda deben ser denegadas teniendo en cuenta que la parte actora, 

no sufrió perjuicio alguno por el supuesto fáctico planteado en la demanda, y aún en el evento 
en que se demostrará su existencia, no serían imputables a mi representado, teniendo en 

cuenta que no es dable que se condene a una persona a la que no es atribuible la 
responsabilidad que se pretende endilgar. 

 
12 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 24 de julio de 

2013. Rad. 46162. 
13 Tribunal Administrativo de Bolívar, Sentencia del 12 de noviembre de 2014. Radicado. 13001-23-31-000-

2003-01545-01. 
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En ese sentido, la doctrina ha recogido pronunciamientos de la Sala Civil de la Corte Suprema 

de Justicia, donde de manera reiterada, ha señalado: 

  
“(…) para que un daño sea objeto de reparación tiene que ser cierto y directo, por 

cuanto solo corresponde reparar el perjuicio que se presenta como real y 
efectivamente causado y como consecuencia inmediata de la culpa o el delito; y ha 

puntualizado así mismo que de conformidad con los principios regulativos de la 
carga de la prueba, quien demanda judicialmente la indemnización de un perjuicio 
que ha sufrido le corresponde demostrar, en todo caso, el daño cuya reparación 

persigue y su cuantía…” (Cursivas nuestras). 
  

En ese orden, le solicito respetuosamente declare probada la excepción formulada, y en 
consecuencia, absuelva a mi representado, dentro del presente proceso. 
 

V.  COBRO DE LO NO DEBIDO 

Las pretensiones esbozadas en la demanda deben ser denegadas, teniendo en cuenta que la 

parte demandante, no tiene derecho de solicitar el reconocimiento y pago de las acreencias 
laborales que debió solventar, debido a que mi representado no ha ocasionado ningún daño, 
o incurrido en conducta dolosa o gravemente culposa, y por ende, no tiene la obligación 

jurídica de responder por el resarcimiento de los mismos, de conformidad con las pruebas 
obrantes dentro del proceso. 

 
En ese sentido, las pretensiones de la demanda se centran en la exigencia de obligaciones 
improcedentes que, de salir avante en el presente proceso, darían lugar al pago de lo no 

debido, y causarían un detrimento patrimonial injustificado a mi representada. 
 

En ese orden, le solicito respetuosamente declare probada la excepción formulada y, en 
consecuencia, absuelva a mí representada, dentro del presente proceso. 
 

VI.  INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN. 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, debido a que mi representado, no ha 
generado ningún detrimento patrimonial a la parte actora por el cual deba responder, y mucho 
menos, ha incurrido en una conducta dolosa o culposa, por lo que no tiene obligación jurídica 

alguna de resarcir los perjuicios pretendidos por la parte actora. 
 

Teniendo en cuenta que no existe ninguna obligación que deba asumir mi representado, frente 
a las pretensiones planteadas por la parte demandante, las cuales carecen de fundamento 
fáctico y jurídico que permita atribuirle algún tipo de responsabilidad, carece de procedencia 

las pretensiones esbozadas en el libelo, y se configura la excepción propuesta. 
 

En ese orden, le solicito respetuosamente declare probada la excepción formulada, y en 
consecuencia, absuelva a mi representada, dentro del presente proceso. 
 

VII. INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA PROBATORIA 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser rechazadas, teniendo en cuenta que, del material 
probatorio allegado con la demanda, no se observa ninguna prueba que permita acreditar el 
supuesto fáctico que sirve de fundamento para las pretensiones de la presente demanda, y en 

consecuencia, deben ser rechazadas las mismas, por incumplimiento de la carga probatoria, 
de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 167 del Código General 

del Proceso, que reza lo siguiente: 
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“CARGA DE LA PRUEBA: Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 

normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. …” (Cursivas nuestras) 
 
Observe que, dentro del presente proceso no se encuentran acreditados ninguno de los 

supuestos fácticos que evidencien el dolo o la culpa grave de mi representado. 
 

En ese sentido, la conducta procesal de la parte actora es contraria al principio general del 
derecho contenido en la máxima latina que reza “onus probandi incumbit actori”, que 
significa que al demandante le corresponde probar los hechos en que funda su acción, y cuya 

inobservancia impone la necesidad de absolver al demandado de los cargos que le fueron 
esgrimidos. 

 
En ese orden de ideas, le solicito muy respetuosamente se sirva absolver a mi representada, 
dentro del presente proceso, de conformidad con los argumentos expuestos con anterioridad. 

 
VIII. PRONUNCIAMIENTOS DE OTROS DESPACHOS JUDICIALES EN 

CASOS CON IDENTIDAD FÁCTICA Y JURÍDICA 

 
La improcedencia de las pretensiones de la presente demanda, han sido advertidas y 

declaradas por este despacho judicial en casos con identidad fáctica y jurídica al que nos 
ocupa, los cuales nos permitimos aportar con el fin de que el despacho, los considere al 

momento de estudiar el fondo del presente asunto. 
 
Sobre el particular, dentro del proceso promovido por la Contraloría Distrital de Cartagena, 

de radicado 13-001-33-31-001-2003-01778-01, el Tribunal Administrativo de Bolívar en 
sentencia proferida el 6 de agosto de 2015, señala lo siguiente: 

 
“Cabe señalar, que cuando una entidad pública es condenada al pago de acreencias 
laborales no se puede excusar del pago alegando dificultades presupuestales, sin 

embargo, no se puede endilgar responsabilidad directa al servidor público que a 
pesar que adoptó una conducta pasiva frente a la situación, en la medida que no le 

puso de presente al afectado con la falta de pago, el déficit presupuestal que 
enfrentaba la entidad, en busca de una forma de pago que no generara 
incumplimiento. De igual forma, estima la Sala que no se le puede hacer un mayor 

juicio de reproche al funcionario encargado del pago, ya que lo que se califica en 
este tipo de situaciones, es la conducta culposa en la modalidad grave, es decir, 

aquella que aún una persona negligente emplearía, por lo que exigir un 
comportamiento distinto al manifestado por los hoy demandados, por el hecho de 
haber cancelado debido a la falta de presupuesto, se estaría calificando otro tipo de 

culpa, y no aquel tipo de culpa del cual se puede endilgar responsabilidad a efecto 
de ejecutar la repetición.”  

 
En ese orden de ideas, las pretensiones de la demanda deben ser denegadas, y por ende, 
absolver a mi representado dentro del presente proceso.  

 
PRUEBAS Y ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 

 
Me permito allegar las siguientes pruebas documentales, que conforman los antecedentes 
administrativos que reposan en la entidad, y que guardan relación con el objeto de la Litis, 

de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo primero del artículo 175 de la ley 1437 de 
2011.  

 
1) DOCUMENTALES 

 

A) ALLEGADAS  



 
                     

 
Bocagrande, Carrera 2da, Calle 11 esquina, Torre Grupo Área Of. 20-02, Tel. 3008150228, E- mail: 

osoriomorenoabogado@hotmail.com.  Cartagena Colombia 

 

1. Sentencia con radicado 13-001-33-33-001-2003-01778-01 del Tribunal 
Administrativo de Bolívar, proferida el 6 de agosto de 2015, con ponencia del 
magistrado Arturo Mattson Carballo.  

 
2. Sentencia con radicado 13-001-23-31-000-2003-01545-01 del Tribunal 

Administrativo de Bolívar, proferida el 6 de agosto de 2015, con ponencia de la 
magistrada Marcela Lopez Alvaréz.   

ANEXOS 

 
Se aportan como anexos los documentos mencionados en el acápite anterior y el poder 

otorgado al suscrito para actuar dentro del presente proceso, con sus respectivos soportes.  
 

NOTIFICACIONES 

 
Las recibiremos en las siguientes direcciones: 

 
1. El suscrito apoderado en la ciudad de Cartagena, Bocagrande, Carrera 2da, Calle 11 

esquina, Torre Grupo Área Of. 20-02, o en el correo electrónico: 

osoriomorenoabogado@hotmail.com  
 

De usted atentamente,  

 

 

NÉSTOR DAVID OSORIO MORENO 

C.C. No. 73.167.449 de Cartagena 

T.P. No. 97.448 del C. S. de la J. 

mailto:osoriomorenoabogado@hotmail.com
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CONTESTACIÓN DE DEMANDA RAD: 2016-00018-00

NESTOR DAVID OSORIO MORENO <osoriomorenoabogado@hotmail.com>
Mar 1/06/2021 3:08 PM
Para:  Secretaria Tribunal Administrativo - Seccional Cartagena <stadcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Notificaciones
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Doctor 
JOSE RAFAEL GUERRERO LEAL 
MAGISTRADO PONENTE 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR. 
E.                    S.                     D. 
 

Radicado:                  13-001-23-31-000-2016-00018-00. 
Medio de Control:    Repetición. 
Demandante:            Contraloría Distrital de Cartagena.  
Demandados:            Antonio Fernández Atencio y Otros. 
                                      

NÉSTOR DAVID OSORIO MORENO, mayor de edad, identificado con
cédula de ciudadanía número 73.167.449 de Cartagena y portador de la tarjeta
profesional número 97.488 del Consejo Superior de la Judicatura, con oficina
ubicada en la ciudad de Cartagena, Bocagrande, Carrera 2ª, Calle 11, esquina,
Edificio Torre Grupo Área, oficia 2002, y correo
electrónico osoriomorenoabogado@outlook.com, actuando en mi condición de
curador ad litem del señor ANTONIO FERNÁNDEZ ATENCIO, con el
debido respeto comparezco ante su despacho, con el fin de CONTESTAR la
demanda interpuesta contra mi representado, teniendo en cuenta los siguientes
documentos adjuntos. 

Favor acusar recibido. 

NÉSTOR DAVID OSORIO MORENO 
Abogado 
Osorio Moreno & Abogados Asociados. 
Bocagrande, Carrera 2da, Calle 11 esquina. 
Torre Grupo Área Of. 20-02 
Cartagena, Colombia. 
Tel.: (095) 691 20 20 

mailto:osoriomorenoabogado@outlook.com


26/7/2021 Correo: Notificaciones Despacho 05 Tribunal Administrativo - Bolivar - Cartagena - Outlook

https://outlook.office.com/mail/id/AAQkADRhMDM5MjFlLWViNDMtNDliNi1iZjA2LTY3NzgzNDM5ZTcxMAAQAPt%2BrJ3Tjx5HnHx3%2B0y3PpM%3D 2/2

Cel.: 3008150228 


	TRASLADO CONTESTACION 000-2016-00018-00.pdf (p.1)
	CONTESTACIÓN 2016-00018, 1.pdf (p.2-16)
	Anexo 1. 001-2003-01778-01 (2).pdf (p.17-41)
	Anexo 2. 13001-23-31-000-2003-01545-01 (2).pdf (p.42-68)
	CONTESTACIÓN DE DEMANDA 2016-00018-00.pdf (p.69-70)

